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"FERRARI, MARÍA ALICIA Y OTRO C/ LEVINAS, GABRIEL ISAÍAS S/ 

RENDICIÓN DE CUENTAS” 

Expte. n° 78500/2015 (J. 75)

Buenos Aires,       2  de octubre de 2020.

AUTOS Y VISTOS: 

I.  El  Tribunal  Superior  de Justicia  de la  Ciudad de Buenos Aires, 

mediante oficio recibido en el día de la fecha, comunica a este tribunal que ha 

decidido “hacer lugar a la queja interpuesta por Gabriel Isaías Levinas y, en su  

mérito, dejar sin efecto la resolución de la Sala A de la Cámara Nacional de  

Apelación en lo Civil que denegó el recurso el recurso de inconstitucionalidad  

(...) Mandar se registre, se notifique (...) al Juzgado Nacional en lo Civil n.° 75  

por intermedio de la Sala A de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil””. 

Es pertinente adelantar que no habrá de hacerse lugar a lo solicitado 

por el mencionado tribunal, por las razones que se exponen a continuación. 

II.  Ante  todo  es  oportuno  recordar  que,  en  la  sentencia  dictada  el 

9/10/2017 por la titular del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil nro. 

75,  se  hizo  lugar  a  la  demanda  promovida  por  María  Alicia  Ferrari  y  Pablo 

Augusto  Ferrari  –herederos  de  León César  Ferrari  del  Pardo– y se  condenó a 

Gabriel  Isaías  Levinas  a  rendir  cuentas  documentadas,  bajo  apercibimiento  de 

hacerlas a su costo. 

Esta  Sala  confirmó  la  sentencia  el  31/5/2018.  A  su  vez,  en  las 

resoluciones  del  5/4/2018 y el  17/4/2019  se trataron  los  recursos  de apelación 

contra la decisión en la que se había aprobado la rendición de cuentas practicada 

por los demandantes. 

El  22/4/2019  el  demandado  interpuso  un  “recurso  de 

inconstitucionalidad ante el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos 

Aires” (sic). El 24/4/2019 este tribunal hizo saber a aquel que lo peticionado en la 

presentación no encontraba correlato en las previsiones contempladas en el Código 

Procesal Civil y Comercial de la Nación, que rige los asuntos ventilados en este 
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fuero.  Finalmente,  el  31/5/2019  se  rechazó  el  recurso  extraordinario  federal 

interpuesto por la misma parte.  

III. Más allá de las consideraciones que enseguida se harán en lo que 

atañe  a  la  concreta  situación que  se  plantea  en el  sub lite,  no puede dejar  de 

recordarse, como marco general dentro del que se inscribe esta cuestión, que tanto 

esta Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil como la Cámara Nacional de 

Apelaciones en lo Comercial y la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo 

(mediante las acordadas de fechas 23/6/2016,  10/5/2016, y 7/4/2016 –ratificada el 

10/4/2019–, respectivamente), se han opuesto firmemente al traspaso de la Justicia 

Nacional  al  ámbito  de  la  Ciudad  de  Buenos  Aires,  en  virtud  de  diversos 

argumentos de índole constitucional que se expusieron en esos acuerdos plenarios.

En  particular,  en  el  ámbito  de  esta  Cámara,  quienes  suscriben  la 

presente manifestaron oportunamente: "En el marco de la colaboración requerida  

por el Ministerio de Justicia respecto del programa ‘Justicia 2020’ y en lo que al  

fuero civil se refiere, esta Cámara entiende pertinente recordar que el principio  

constitucional de inamovilidad de sede y grado de los magistrados no constituye  

un privilegio de los jueces sino una garantía para los ciudadanos.  Del mismo  

modo, que cualquier modificación a la organización de la justicia nacional no  

puede  prescindir  de  considerar  la  distinta  composición  y  atribuciones  de  los  

Consejos  de  la  Magistratura  nacional  y  local,  el  también  diverso  anclaje  

institucional del Ministerio Público, el diferente régimen aplicable a funcionarios  

y  empleados.  Por eso,  dentro del  marco legal  trazado por la ley 24.588, este  

tribunal  considera  pertinente  colaborar  en  la  implementación  de  la  justicia  

vecinal de la Cuidad de Buenos Aires y la eventual transferencia de competencias,  

lo que deberá hacerse saber al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos que ha  

efectuado la convocatoria".

IV.  Ahora  bien,  aunque  el  art.  129  de  la  Constitución  Nacional 

establece  que  la  Ciudad  de  Buenos  Aires  tendrá  un  régimen  de  gobierno 

autónomo, con facultades propias de legislación y jurisdicción, aclara a renglón 

seguido que  una  ley  garantizará  los  intereses  del  Estado  Nacional  mientras  la 

ciudad de Buenos Aires sea capital de la Nación.
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En cumplimiento de esta disposición, el Congreso Nacional sancionó 

la ley 24.588,  que se encuentra  vigente  –y cuya constitucionalidad no ha sido 

puesta en duda en la presente causa–, cuyo art. 8 establece: “La justicia nacional  

ordinaria  de  la  ciudad  de  Buenos  Aires  mantendrá  su  actual  jurisdicción  y  

competencia continuando a cargo del Poder Judicial de la Nación. La ciudad de  

Buenos Aires tendrá facultades propias de jurisdicción en materia de vecindad,  

contravencional y de faltas, contencioso-administrativa y tributaria locales”.

Es  evidente,  entonces,  que  la  decisión  del  legislador  –a  quien  la 

Constitución Nacional delegó expresamente la definición acerca de cuáles áreas de 

la actividad estatal comprometen los intereses del Estado Nacional, y deben seguir 

perteneciendo a la órbita nacional– consistió en mantener en funcionamiento la 

justicia  nacional  con  su  “actual  jurisdicción  y  competencia”,  y  reconocer  a  la 

Ciudad la  posibilidad  de  crear,  paralelamente,  su  propio  Poder  Judicial  en  las 

materias  expresamente  enumeradas  en la  Ley de  Garantía  de  los  Intereses  del 

Estado Nacional. De este modo, coexisten en el territorio de la Ciudad dos órdenes 

de jurisdicción distintos, dependientes uno de ellos de la entidad local, y el otro, 

del Estado Nacional. 

Aunque –huelga recordarlo nuevamente– la validez constitucional de 

la ley 24.588 no ha sido discutida en el sub lite, es pertinente poner de resalto que 

la  decisión  que  en  su  momento  adoptó  el  Congreso  Nacional,  lejos  de  ser 

caprichosa, se explica fácilmente por el hecho de que los tribunales nacionales 

vienen ejercitando desde hace muchos años una jurisdicción que en los hechos no 

se circunscribe a la Ciudad de Buenos Aires sino que abarca a habitantes de todas 

las provincias de la Nación que vienen a litigar ante sus estrados; lo que no es de 

extrañar si se piensa que gran cantidad de empresas y compañías de seguros cuya 

actividad se desarrolla en varios puntos del país tienen su asiento en la ciudad, y 

que además, en muchas ocasiones, las partes pactan una prórroga de jurisdicción a 

favor de los tribunales nacionales. Por no mencionar sino unos pocos ejemplos, los 

tribunales  que  integran  este  fuero  deciden  cotidianamente  causas  de 

responsabilidad extracontractual por hechos que tuvieron lugar en los más diversos 

rincones de la República, temas vinculados a buscadores de Internet, y conflictos 
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que involucran a asociaciones o fundaciones –incluida, por ejemplo, la Asociación 

del  Fútbol  Argentino,  la  Asociación  Civil  por  la  Igualdad  y  la  Justicia,  la 

Fundación  Cáritas,  el  Centro  de  Estudios  Legales  y  Sociales,  la  Asociación 

Argentina de Actores, el Instituto Patria, la Asociación Mutual Israelita Argentina, 

etcétera–  que  desarrollan  su  actividad  en  todo  el  país.  Asimismo,  la  Justicia 

Nacional  en lo Comercial  entiende frecuentemente en concursos y quiebras de 

sociedades  cuya  actividad  comercial  o  empresarial  se  desarrolla,  total  o 

parcialmente, en el interior de la República y en las que interviene frecuentemente 

el Estado Nacional o sus dependencias, particularmente la AFIP. 

Esta consideración se ve reforzada por el hecho de que los tribunales 

nacionales también entienden en asuntos de naturaleza federal. Así –entre otros 

ejemplos–,  las  causas  que  versen  sobre  acciones  civiles  o  comerciales, 

concernientes  a  la  responsabilidad  contractual  o  extracontractual, aunque  la 

Nación, sus empresas o entidades autárquicas sean parte, siempre que se deriven 

de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, corresponden a la competencia de la 

Justicia Nacional en lo Civil (CSJN, 12/4/2016, "Escaris, Sergio Roberto c. EN - 

DNV - OCCOVI y otros s/ daños y perjuicios", Fallos: 339:429, entre muchísimos 

otros), y este fuero también es competente en asuntos de responsabilidad médica 

que involucran a obras sociales, cuando además son demandados los médicos o los 

nosocomios (CSJN, 28/10/2008, "Paulero, Pablo Alberto y otro c. Gozzi, Enrique 

Armando y otros",  La Ley Online AR/JUR/12765/2008, entre muchos otros), así 

como en los recursos contra actos de la Inspección General de Justicia –que sigue 

perteneciendo a la órbita nacional en los términos del art. 10 de la ley 24.588– 

atinentes a asociaciones civiles y fundaciones (art. 16, ley 22.315). Por su lado, la 

Justicia  Nacional  en  lo  Comercial  también  es  competente  para  resolver  los 

recursos contra  las  decisiones de este  último organismo atinentes  a sociedades 

comerciales (art. 16 recién citado). A su turno, la Justicia Nacional del Trabajo 

entiende en cuestiones de empleo público (vid.,  por ejemplo, CSJN, 23/2/2010, 

"Asociación  Trabajadores  del  Estado  c.  Superintendencia  de  Seguros  de  la 

Nación", La Ley Online AR/JUR/9514/2010), o en las que es parte la autoridad 
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administrativa del trabajo (nacional), y en general en materia sindical (art. 62, ley 

23.551). 

Asimismo, en la ya mencionada Ley de Garantía de los Intereses del 

Estado Nacional  se  estableció el  mecanismo que el  Congreso Nacional  estimó 

conducente para concretar  –eventualmente– la transferencia de competencias  al 

ámbito de la Ciudad de Buenos Aires,  dado que su art. 6 prevé la posibilidad de 

celebrar  convenios  entre  ambas  jurisdicciones  para  la "transferencia  de 

organismos, funciones, competencias, servicios y bienes".

Es  pertinente  poner  de  resalto  que  esa  voluntad  legislativa  se  ha 

mantenido incólume desde el momento de la sanción de la ley 24.588, lo que se 

manifiesta no sólo por el hecho de que esta última norma nunca ha sido derogada 

sino también por cuanto, a lo largo de los años, ha existido una serie de convenios 

por los cuales la Nación fue transfiriendo competencias judiciales a la Ciudad de 

Buenos  Aires,  lo  que  en  ningún  caso  implicó  la  transferencia  de  jueces  o 

tribunales. Bien por el contrario, el proyecto de ley de reforma judicial enviado 

recientemente  al  Congreso  por  el  Poder  Ejecutivo  Nacional,  y  que  recibió 

recientemente  media  sanción  por  parte  del  Senado  de  la  Nación,  dispone 

expresamente que la transferencia de competencias deberá efectuarse por medio de 

convenios entre ambas jurisdicciones (arts.  30 y 31),  y que la transferencia de 

tribunales nacionales a la Ciudad únicamente operará si mediare consentimiento 

de los magistrados, empleados y funcionarios en cuestión (art. 32).

Se colige de  lo  hasta  aquí  señalado que  el  legislador  nacional,  en 

ejercicio de sus atribuciones constitucionales,  decidió que la subsistencia  de la 

justicia  nacional,  con  su  misma  jurisdicción  y  competencia,  y  como  parte 

integrante del Poder Judicial de la Nación, hacía a la garantía de los intereses del 

Estado Nacional; y al mismo tiempo, precisó que la eventual ampliación de las 

competencias que la ley 24.588 otorgó a los tribunales de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires debía tener lugar por medio de la celebración de convenios entre 

ambas jurisdicciones, que de hecho se fueron concretando a lo largo del tiempo.   

De más está decir que la “composición y competencia” de la Justicia 

Nacional a la que alude la ley 24.588 es la que resulta de diversas normas dictadas 
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por el Congreso Nacional que no solo se encontraban vigentes a la época de la 

sanción de la Ley de Garantía de los Intereses del Estado Nacional, sino que lo 

siguen estando en la actualidad. 

En  ese  sentido,  el  decreto-ley  1285/58  –cuya  constitucionalidad 

tampoco ha sido cuestionada en la presente causa– establece en su artículo 1 que: 

“El Poder Judicial de la Nación será ejercido por la Corte Suprema de Justicia,  

los tribunales nacionales de la Capital Federal y los tribunales nacionales con  

asiento en las provincias y territorio nacional de Tierra del Fuego, Antártida e  

Islas del Atlántico Sur”.  Asimismo, el art.  24 de ese decreto-ley dispone:  “La 

Corte Suprema de Justicia conocerá (...) 2°) Por recurso extraordinario en los  

casos de los artículos 14 de la Ley N° 48 y 6° de la Ley N° 4055 (...) 4°) En los  

recursos directos por apelación denegada”.

De  modo  concorde,  el  Código  Procesal  Civil  y  Comercial  de  la 

Nación –cuya constitucionalidad, una vez más, no ha sido puesto en tela de juicio 

en  el  sub  lite–  dispone  que  contra  las  sentencias  de  los  tribunales  nacionales 

procederá  un  recurso  extraordinario  de  apelación  ante  la  Corte  Suprema  de  

Justicia de la Nación, en los supuestos previstos por el artículo 14 de la ley 48 (art. 

256 y ss.), y únicamente regula la posibilidad de interponer un recurso de queja 

frente a la denegación de los recursos previstos ante la mencionada Corte Suprema 

(arts. 285/287).

Es  prístino,  entonces,  que  la  legislación  vigente  mantiene,  por  un 

lado, la competencia de la Justicia Nacional, y la distingue claramente de la del 

Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires, que actúa como justicia local de esa 

ciudad en las materias admitidas por la ley 24.558 y las que le fueron transferidas 

posteriormente en virtud de los convenios celebrados con el Estado Nacional; y 

por el otro, establece expresamente que las sentencias dictadas por las Cámaras 

Nacionales de Apelaciones únicamente pueden recurrirse ante la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación, mediante los mecanismos previstos a ese efecto en el 

Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

A esta altura es preciso recordar que la Corte Suprema de Justicia de 

la Nación ha sostenido en infinidad de ocasiones que la misión más delicada del 
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Poder  Judicial  es  la  de  saber  mantenerse  dentro  de  sus  atribuciones,  evitando 

enfrentamientos  estériles  con  los  restantes  poderes  (Fallos,  155:248;  254:43; 

263:267  y  282:392,  entre  muchos  otros);  y  respetando  –en  especial–  las 

atribuciones propias del Congreso de la Nación en tanto representante del pueblo 

(Fallos: 339:1077; 342:917, etc.). 

En  consecuencia,  no  es  posible  desbaratar  el  esquema  que  el 

legislador  ha  diseñado  expresamente  para  el  funcionamiento  de  la  Justicia 

Nacional  mediante  consideraciones  generales  atinentes  a  la  voluntad 

constitucional  de  consagrar  la  autonomía  de  la  Ciudad  Autónoma  de  Buenos 

Aires, soslayando que la propia Constitución prevé la necesaria garantía de los 

intereses del Estado Nacional, como consecuencia de la cual el Congreso de la 

Nación dictó la ley 24.588, que se encuentra plenamente vigente. 

En este orden de ideas, si de lo que se trata es de crear un recurso ante 

el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires para cuestionar las 

decisiones de tribunales integrantes del Poder Judicial de la Nación –lo cual, ya de 

por sí,  resulta un contrasentido,  partiendo de que se trata de dos jurisdicciones 

distintas, que forman parte, respectivamente, del estado local y del nacional–, es 

evidente que un cambio de semejante envergadura en el diseño institucional de la 

Justicia Nacional no puede ser decidido por los jueces –lo que implicaría exorbitar 

claramente su propia competencia– sino que es resorte  exclusivo del  Congreso 

Nacional, en tanto representante del pueblo de la Nación y encargado de la sanción 

de las leyes. 

Así las cosas, en la medida en que no existe norma alguna que habilite 

un recurso de “queja” ante el Tribunal Superior local frente a las decisiones de las 

Cámaras  Nacionales  de  Apelaciones,  resulta  evidente  que  la  decisión  de  ese 

tribunal  que  se  notifica  a  esta  sala  crea  pretorianamente  un  procedimiento  –

invadiendo  el  ámbito  propio  del  Poder  Legislativo–  y  desconoce  –al  mismo 

tiempo– la ley vigente, que ni siquiera ha sido declarada inconstitucional por la 

sentencia del mencionado tribunal.  

Sobre  el  punto  es  pertinente  señalar  que,  a  diferencia  de  otros 

sistemas jurídicos, el derecho argentino no se funda en el principio stare decisis, ni 
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permite que los tribunales creen el derecho vigente a partir de sus precedentes, 

sino que tiene su centro en el respeto a la letra de la ley, que es la emanación de la 

voluntad del pueblo expresada a través de sus representantes (art. 31, Constitución 

Nacional).  En  ese  sentido,  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la  Nación  tiene 

decidido que es arbitraria la sentencia  que prescinde de aplicar  normas legales 

vigentes sin declarar su inconstitucionalidad (Fallos: 300:558; 313:1007; 320:305; 

325:1525; 326:4909 y 329: 1040, entre muchos otros), y ha precisado: “Los jueces  

no pueden apartarse del principio primario de sujeción a la ley ni atribuirse el rol  

de legislador para crear excepciones no admitidas por este (Fallos: 313:1007 y  

sus citas). De otro modo podría arribarse a una interpretación que –sin declarar  

la  inconstitucionalidad de la disposición legal– equivaliese  a prescindir  de su  

texto” (Fallos: 279:128; 300:687; 301:958; 321:1434; 323:3139). 

Por añadidura, al pretender erigirse en tribunal superior de las causas 

que  tramitan  ante  la  Justicia  Nacional,  el  Tribunal  Superior  de  Justicia  de  la 

Ciudad de Buenos Aires se declara competente –implícitamente– para entender en 

todas  las  cuestiones  de  naturaleza  federal  que  son  de  competencia  de  esos 

tribunales nacionales (acciones concernientes a la responsabilidad contractual  o 

extracontractual de la Nación, sus empresas o entidades autárquicas, en materia de 

accidentes de tránsito; asuntos de responsabilidad médica que involucran a obras 

sociales, cuando además son demandados los médicos o los nosocomios; recursos 

contra actos de la Inspección General de Justicia; cuestiones de empleo público; 

causas en que es parte la autoridad administrativa nacional del trabajo; cuestiones 

sindicales regidas por la ley 23.551, etc., según ya se ha explicado supra), lo que 

contraviene derechamente el art. 116 de la Constitución Nacional y los arts. 2, 12 y 

concs. de la ley 48.

En suma, a tenor del decreto-ley 1285/58, la ley 24.588, el Código 

Procesal Civil y Comercial de la Nación, y las demás normas concordantes, este 

Poder  Judicial  de  la  Nación  no  se  confunde  ni  equipara  con  el  de  la  Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, ni tiene por cabeza a su Tribunal Superior de Justicia. 

Luego, la pretensión de este último de admitir un recurso no previsto por la ley, y 

revocar  una  resolución de  esta  cámara,  carece  de  fundamento  normativo  y  no 
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puede ser avalada por este tribunal. Por el mismo motivo, tampoco se cumplirá 

con la pretensión del TSJ de que esta sala haga saber su decisión a la magistrada 

de primera instancia. 

Es más, el intento de un tribunal que pertenece a otra jurisdicción de 

intervenir en el presente proceso no sólo implica inmiscuirse en decisiones propias 

del Congreso Nacional sino que lesiona –al mismo tiempo– el derecho de defensa 

en juicio de las partes, al alterar el esquema diseñado por la ley que determina 

quiénes son los jueces naturales en las causas civiles que tramitan ante la Justicia 

Nacional (art. 18, Constitución Nacional).

Sólo a mayor abundamiento, es preciso poner de resalto que el hecho 

de que la Corte Suprema de Justicia de la Nación haya considerado –en la causa 

“Bazán”– que el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad es competente para 

resolver conflictos de competencia en determinados casos no implica que esa corte 

haya  declinado  su  rol  de  cabeza  del  Poder  Judicial  de  la  Nación;  lo  que  se 

evidencia,  entre  otras  cosas,  en  que  el  supremo  tribunal  nacional  continúa 

resolviendo al día de la fecha los recursos extraordinarios planteados por las partes 

frente a las sentencias dictadas por esta Cámara y las demás Cámaras Nacionales 

de Apelaciones.

Por lo demás –y esto resulta de fundamental importancia en el  sub 

lite–, en “Bazán” la Corte  aplicó una norma vigente –el art.  24, inciso 7°, del 

decreto-ley 1285/58–, y la interpretó en el sentido de que ella permitía al tribunal 

definir quién debía conocer en el conflicto de competencia (considerando 17). En 

la presente causa, por el contrario, el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 

Buenos Aires actúa sin fundamento en norma alguna, creando por su sola voluntad 

un recurso que la ley no prevé, y contraviniendo lo que disponen expresamente el 

decreto-ley 1285/58, la ley 24.588, y el Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación. 

Finalmente,  en  este  caso es  pertinente  poner  de resalto  que,  en el 

expediente  principal,  luego de  la  decisión  mediante  la  que  no se  dio  curso  al 

“recurso  de  inconstitucionalidad  ante  el  Tribunal  Superior  de  Justicia  de  la 

Ciudad”, el demandado interpuso, contra las resoluciones de esta sala, un recurso 
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extraordinario ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Y expresamente 

sostuvo:  “La resolución  que  se  impugna constituye  la  sentencia  definitiva  del  

superior  tribunal  de  la  causa,  pues  proviene  de  la  Cámara  Nacional  de  

Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal…”, lo que demuestra que el propio 

recurrente  consintió  aquel  rechazo,  y  reconoció  expresamente  que  el  superior 

tribunal de esta causa es esta Sala,  y no el Tribunal Superior de Justicia de la 

Ciudad. Por añadidura, se encuentra en trámite actualmente un recurso de queja 

por la  denegación del  recurso extraordinario federal  ante  la Corte  Suprema de 

Justicia de la Nación. 

Se colige de ello que el demandado interpuso el recurso de queja ante 

el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires en violación de la 

doctrina de los actos propios, que presupone, como ocurre en el caso,  que una 

persona se pone en contradicción con una conducta anterior jurídicamente eficaz.

V.  A  tenor  de  los  fundamentos  vertidos  anteriormente,  SE 

RESUELVE: rechazar la solicitud del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad 

de Buenos Aires, comunicada mediante el oficio recibido en el día de la fecha. 

Comuníquese por Secretaría esta resolución a la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación, al referido tribunal, y a la magistrada de primera instancia, y 

sigan los autos según su estado. 

La vocalía nro. 2 no interviene por encontrarse vacante. 

SEBASTIÁN PICASSO

RICARDO LI ROSI
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